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Requerimos hacer un tránsito hacia una 
sociedad que tenga la capacidad de pactar  la 
travesía de una sociedad con diversidad de 
crisis hacia una sociedad inclusiva y que abra 
la perspectiva de resolución de los problemas 
estructurales del país.

Vientos favorables a una salida negociada  han 
venido apareciendo en la escena política del país.  
La entrega unilateral por parte de las Farc de seis 
secuestrados, entre ellos cuatro militares, y las ges-
tiones realizadas por el grupo de Colombianas y 
Colombianos por la Paz, que a través del diálogo 
epistolar y con el liderazgo de la Senadora Piedad 
Córdoba, quien hizo las mediaciones humanitarias, 
logró comprometer a esta guerrilla para la entrega 
de los secuestrados y concretó con el Gobierno Na-
cional las condiciones operativas para la liberación.

Estos hechos han puesto en la agenda social 
y política la necesidad de la negociación con las 
guerrillas; además, se han reactivado actores de 
la sociedad civil y política frente a la búsqueda de 
acercamientos para el logro de la paz.  Han sur-
gido grupos como el de Colombianas y Colom-
bianos por la Paz, que se propone comprometer 
a las partes para llevar a cabo el intercambio hu-
manitario y así finalizar con el sufrimiento  de 
seres humanos que llevan más de diez años en la 
selva. Pero no sólo se busca este objetivo; se tra-
ta de  avanzar en un acercamiento que posibilite 
que se inicie un proceso de negociación con las 
guerrillas, tanto de las Farc como del ELN.

Por otro lado, sectores como la iglesia, empre-
sarios, la Comisión Nacional de Conciliación, 
organizaciones de paz y derechos humanos y or-
ganizaciones de mujeres, así como precandidatos 
presidenciales, coinciden en afirmar la urgencia 
de parar la guerra y buscar un proceso que ponga 
fin al conflicto armado.

EDITORIAL
Mujeres, en la búsqueda de una agenda incluyente, diversa y pactante

La vigencia
de la salida negociada del conflicto armado

Sin embargo, aunque hay coincidencia en tor-
no a la necesidad de buscar salidas negociadas, 
no todos coinciden en como abordar el proceso 
y el contenido mismo de una eventual negocia-
ción.  Algunos afirman que es necesario que las 
Farc hagan una entrega unilateral de los mili-
tares y policías secuestrados sin ninguna condi-
ción y se allanen a un acuerdo con el Gobierno 
para la desmovilización, donde queda excluida 
una agenda política para pactar entre las partes. 
Otros expresan que la necesidad de hacer una 
negociación entre la sociedad  y la guerrilla no 
entraría a ser un elemento determinante; otros 
creen que las guerrillas están derrotadas y que 
finalmente lo que debe hacerse es proporcionar-
les un golpe militar estratégico que  propicie el 
desplome de sus estructuras organizativas y se 
sometan a la justicia.  

Para otras iniciativas, Colombia necesita mi-
rarse en su propio espejo, con un conflicto que 
tiene décadas y del cual  han surgido todo tipo 
de violencias, violencias contra las mujeres, vio-
laciones de derechos humanos, secuestros, des-
apariciones forzadas, crímenes de estado, falsos 
positivos, genocidios, masacres, creación de gru-
pos paramilitares y crímenes de lesa humanidad, 
entre muchos otros horrores.

Los problemas sociales, políticos y económi-
cos que sirvieron de inspiración a las guerrillas 
para su surgimiento, después de 60 años  no se 
han resuelto. La   Reforma Agraria, que fue una 
de las reivindicaciones sociales en la década de los 
sesenta, se convirtió a los ojos de aquellas genera-
ciones, las que nacimos después y las que llegaron 
más recientemente, en  la más sangrienta y feroz 
contrarreforma agraria, donde se ha arrancado a 
miles de personas  de sus posesiones y propieda-
des para crear un nuevo estatuto de la tierra, que 
como bien  lo decía una mujer de Pueblo Nuevo 
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0después de la masacre “la tierra nos saca”… Esta 
ha sido una de las más espantosas causas y con-
secuencias del conflicto armado, además de las 
exclusiones política, económica, social.  

Como consecuencia de un largo conflicto que 
ninguna de las partes ha estado interesada en 
resolver, asistimos a una grave degradación del 
mismo, expresado en la postura casi generalizada 
en el país que todo es valido en la lucha contra 
el terrorismo. Habría  que retomar lo que suce-
dió recientemente en el Perú, donde fue juzgado 
y condenado a 25 años el ex presidente Alberto 
Fujimori por los crímenes cometidos durante su 
mandato en nombre de la lucha contra el terroris-
mo.  Parte de la degradación se expresa en lo que 
sucede con los jóvenes colombianos: son presa fá-
cil de propuestas armadas, reclutamiento forza-
do, asesinatos y desapariciones.

La capacidad creativa del país se ha  puesto al 
servicio de la destrucción, el enriquecimiento ilíci-
to, la corrupción del estado, la aspiración de llegar a 
cargos estatales para saquear las finanzas públicas.  

Es importante resaltar que el problema no 
está solo en lograr una desmovilización o vencer 
el mal (las guerrillas).  Requerimos hacer un trán-
sito hacia una sociedad que tenga la capacidad de 
pactar  la travesía de una sociedad con diversidad 
de crisis  hacia una sociedad  inclusiva y que abra 
la perspectiva de resolución de los problemas es-
tructurales del país.

La sociedad colombiana debe generar un pro-
ceso de negociación donde se incluya a las gue-
rrillas colombianas, la sociedad civil, la sociedad 
política, los movimientos sociales, las victimas, el 
establecimiento, que dinamicen un nuevo pacto 
social; es decir, un pacto que recupere los elemen-
tos de ese acuerdo fundamental de la constitu-
ción del 91, hoy desestructurada por las reformas 
de quienes nunca aceptaron ese acuerdo político 
y cuya estocada final la está dando el presidente 
Álvaro Uribe Vélez a nombre de la política de Se-
guridad Democrática y su reelección indefinida, 
con la cual se ha perdido la médula espinal de la 
democracia, la separación de los poderes y los me-
canismos de control del ejecutivo.   Requerimos 

de un acuerdo que avance a la apertura democrá-
tica, que incluya las propuestas económicas, so-
ciales, políticas y culturales que nos encaminen 
hacia una sociedad moderna libre de violencias y 
capaz de tramitar y resolver sus conflictos por la 
vía pacífica.

En este pacto, las mujeres queremos aportar 
nuestra perspectiva de sociedad, con una agenda 
para y por la democracia: incluyente, diversa y 
pactante.  En este pacto que la sociedad colom-
biana exhorta con urgencia para avanzar hacia la 
construcción de una paz estable, las mujeres que-
remos ser pactantes y no pactadas.

EDITORIAL
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CONTEXTO

Las corporaciones Vamos Mujer y Mujeres 
que Crean, que hacen parte del movimiento 
Ruta Pacífica de las Mujeres, exponen el 
“Informe de la situación de violación de 
los derechos humanos de las mujeres en 
Medellín durante 2008”, un estudio con 
énfasis en las violencias sexuales, que inciden 
de forma desproporcionada en niñas y 
jóvenes en esta ciudad.

Medellín, segunda ciudad del país, industrial, 
moderna, pujante. Se podrían mencionar más cali-
ficativos de esta capital, que sin duda los tiene, pero 
que al interior de sus comunas o localidades, barrios 
y sectores populares, manifiesta un sin fin de reali-
dades paradójicas, especialmente para las mujeres.

La re-configuración del proyecto paramilitar 
en la ciudad, imbricado en las estructuras del nar-
cotráfico, amenaza la institucionalidad pública 
mediante el desarrollo de estrategias de deslegiti-
mación del gobierno local, lo que a su vez plantea 
muchas dudas frente a la real desmovilización de 
estos grupos armados ilegales, que implementan 
procedimientos de control –no siempre violen-
tos- en muchos barrios, que buscan garantizar el 
dominio social y político en las organizaciones co-
munitarias, sus lideresas y líderes. 

Muchas de las mujeres de Medellín viven en 
entornos sociales y políticos entre desplazamien-
tos, con el fin de proteger la vida de sus hijos 
e hijas y la propia; la pobreza, el desempleo y la 
violencia, particularmente las habitantes de los 
barrios populares, quienes desde hace varias dé-
cadas soportan el control de sus vidas por parte 
de los grupos paramilitares o desmovilizados, que 
incluyen determinación de las formas de vestir, de 
comportarse, relacionarse y los sitios a frecuentar, 
los horarios de  circulación, así como organizacio-
nes a las que pueden pertenecer.  

Problemática de explotación sexual recurre cada vez más a utilización de menores de edad

Violencia sexual, una amenaza que acecha
a mujeres, niñas y jóvenes en Medellín

Explotación sexual
Existen más de 10 tipos de trata de perso-

nas, entre ellas el turismo sexual, la mendici-
dad, la pornografía y la explotación laboral, las 
mismas que se han incrementado en Medellín 
y que la ubican en tercer lugar en al ámbito na-
cional con esta problemática.

Según la Secretaría de Bienestar Social de 
Medellín, de las cuatro mil  niñas y niños que 
hay en situación de calle en la ciudad, dos mil 
podrían estar siendo objeto de explotación 
sexual comercial”. Lo que puede estar dando 
cuenta de que en la ciudad siguen operando 
redes de trata de mujeres, prostitución y explo-
tación sexual a niñas y jóvenes.

La venta de niñas menores de 10 años de 
edad como “vírgenes” es una situación silencio-
sa de violencia que se vive en algunas comunas 
y que manifiesta ciertas expresiones del pro-
blema que también se presenta al interior de al-
gunas unidades familiares y domésticas como 
expresión de las violencias sexuales.

A lo anterior se suma que en el conflicto ar-
mado colombiano la violencia sexual como factor 
de desplazamiento sigue siendo invisibilizada. 

En la ciudad el acoso, manoseo y tocamien-
to a las jóvenes en la calle y en el transporte 
público es un hecho cotidiano, con el agravante 
de ser acciones que no están tipificadas como 
delito en el Código Penal, lo que las deja a la 
intemperie y las convierte en blanco de burlas e 
insultos cuando se revelan o denuncian.

Según las niñas y jóvenes de la ciudad, la 
violencia sexual es un  f lagelo que las afecta 
de manera desgarradora: ellas identifican las 
partes del cuerpo en donde se viven y re-sien-
ten las violencias sexuales: la vagina, la vejiga, 
las nalgas y en general, todo el cuerpo, inclui-
do la psiquis. 
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0No siempre se denuncia
Los reportes del Instituto Nacional de Me-

dicina legal y Ciencias Forenses-INMLCF-, así 
como de la Fiscalía, dan cuenta en Medellín de 
casos de agresiones sexuales contra mujeres en los 
últimos cuatro años así: en el 2005, se denuncia-
ron 805 hechos; en el 2006, se registraron 512; en 
el 2007, 589 casos y en el 2008, 1.357.

Estas violencias sexuales son cubiertas por el 
silencio – según el Instituto de Medicina Legal y 
la Fiscalía se denuncian únicamente el cinco por 
ciento de las violencias sexuales-. Es así como en 
el 2008, de las denuncias hechas por estas violen-
cias, sólo se han judicializado 195 casos, lo que 
representa un grave problema de impunidad.

Otra constante es que las niñas y jóvenes viven 
estas violencias en mayor grado en los espacios 
y lugares que se suponen seguros y protectores 
para ellas: la casa, la familia, el vecindario, la es-
cuela, los ámbitos de esparcimiento con amigos 
y conocidos. Por ser los agresores y abusadores 
hombres familiares o cercanos, muchas veces no 
se les cree a las niñas y jóvenes o estos aprove-
chan sus relaciones afectivas para manipularlas 
y/o amedrentarlas.

CONTEXTO
Recomendaciones
Este informe, de las corporaciones Vamos Mujer y 
Mujeres que Crean, presenta frente a esta coyuntura 
de violencia sexual contras las mujeres, niñas y jóve-
nes de Medellín las siguientes recomendaciones: 

Reconocer las violencias sexuales como un pro-
blema de salud pública, que le ocurre a muchísi-
mas niñas, jóvenes y adultas y que causa daños 
catastróficos en sus vidas, cuerpos y dignidad 
que requieren atención integral.

En Medellín se debe contar con albergues y 
centros de acogida especializados que propor-
cionen atención integral a las niñas y jóvenes 
víctimas de violencias sexuales.

Hacer un miramiento responsable de las pre-
cariedades éticas y morales de la sociedad co-
lombiana, que subyacen a la invisibilización de 
las violencias sexuales contra las mujeres y las 
niñas y niños, para favorecer la construcción de 
alternativas integradas para su solución.

El sistema de salud y el sistema judicial deben 
aplicar una mirada diferencial que reconozca 
las particularidades de las mujeres, sus edades 
y condiciones étnicas y los protocolos de aten-
ción integral partiendo de la capacitación y re-
flexión de las y los operadores, especialmente 
en lo que respecta a la atención y prevención de 
las violencias sexuales contra las mujeres.

El sistema educativo representa el ámbito y 
contiene los escenarios posibilitadores del des-
anudamiento que mantiene el patriarcalismo 
como una forma de vida y de relacionamiento 
entre hombres y mujeres. Emprender en este 
sistema, y con las y los sujetos que lo dinamizan 
una formación crítica no sexista, es una puerta 
de entrada a otros mundos posibles.

La academia encargada de la formación supe-
rior en derecho y leyes requiere de una mirada 
de género que permita pensar y construir legis-

6
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CONTEXTO
lación y estructura jurídica, reconocedora de lo 
femenino y sus particularidades, para entregar-
les a las mujeres los espacios que les posibiliten 
la construcción de Democracias reales. 

Adelantar en la ciudad campañas pedagógicas, 
de sanción moral y social a los agresores, de 
modo que los responsabilice, sancione, castigue 
y judicialice.

Se requiere de la voluntad política de la admi-
nistración municipal para llevar del papel a la 
práctica la implementación de la política públi-
ca sobre violencia sexual en la ciudad.

LAS MUJERES NOS RESISTIMOS A:

Que el sistema judicial, el de salud, el educativo, 
y cualquier otro, disimulen o desestimen la mag-
nitud de los daños que las violencias sexuales le 
ocasionan a los cuerpos, vidas, subjetividades y 
derechos de las mujeres. 

A las normas que reducen las violencias sexuales a 
un acto físico, desconociendo los efectos en nues-
tras subjetividades, vidas y proyectos de vida.

LAS MUJERES RE - INSISTIMOS EN:

Una vida libre de todas las violencias, para todas 
las mujeres.

Que creer a las mujeres víctimas no sólo es un 
acto de confianza, es una actitud ética ante sí 
mismas y ante la otra y el otro.

Perspectivas de género para el funcionamiento 
efectivo y democrático de las instituciones pú-
blicas como un camino a la Democracia.

Educación y formación no sexista que se sobre-
ponga al patriarcalismo.

Que a la guerra no se responde con más guerra. 
Contra la guerra y el conflicto: la palabra, la risa 
y la equidad.
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Esta legislación es una herramienta,
que si se analiza en su integralidad, 
desconoce los derechos de las mujeres 
víctimas del conflicto armado.  

En Colombia, durante los últimos años se ha 
creado un marco jurídico dirigido a hacer funcio-
nal el mal llamado proceso de justicia transicio-
nal, en el que son piezas fundamentales la Ley de 
Justicia y Paz y sus decretos reglamentarios, el 
Decreto 1290 de 2008 o Decreto de Reparación 
Administrativa, entre otros, normas que la Ruta 
Pacífica de Mujeres en numerosos escenarios las 
ha calificado como instrumentos que lejos de ha-
cer posibles los derechos de las mujeres víctimas, 
son mecanismos de impunidad que no satisfacen 
la llamada triada de derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia y la reparación.

En esta ocasión, el Congreso de la República 
discutió en la presente legislatura el proyecto de 

ACTUALIDAD
Con esta disposición, la posibilidad de una reparación integral es lejana y utópica 

Estatuto de Víctimas, normatividad que invisibiliza 
aún más las violencias contra de las mujeres

ley con respecto a los derechos de las víctimas 
(157/7 Senado, 044/08 Cámara). Para este estu-
dio, antecedieron diez audiencias congresionales 
en distintas regiones del país, convocadas por la 
Cámara de Representantes, las cuales contaron 
con el apoyo e impulso de un conjunto de  or-
ganizaciones sociales, de víctimas y de derechos 
humanos, entre las que se cuenta la Ruta Pacífica 
de Mujeres.

En dichas audiencias, en las que asistieron al-
rededor de 4.500 personas, la participación de las 
mujeres víctimas fue más que significativa, quie-
nes además de tejer memoria a partir del compar-
tir muchos de sus testimonios sobre los horrores 
de la guerra en sus cuerpos y en sus vidas, estu-
diaron y analizaron el proyecto de ley, realizaron 
propuestas concretas para mejorar su contenido, 
siendo uno de sus principales requerimientos la 
creación de  medidas de reparación que atiendan 
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ACTUALIDAD
las diferencias de género, pero también de etnia 
y de edad. 

Sin embargo, a pensar de las solicitudes he-
chas por las víctimas y por distintos sectores de 
la sociedad civil, y de la existencia de obligacio-
nes internacionales del Estado Colombiano en el 
marco del derecho internacional de los derechos 
humanos, tras la aprobación del proyecto de ley, 
es posible afirmar que este no sólo desconoce los 
derechos de las víctimas, sino que en caso de ser 
aprobado como ley de la República en sus con-
diciones actuales, dejaría a las víctimas en una 
situación de mayor vulnerabilidad al que se en-
cuentran hoy en día. 

Puntos de preocupación
El proyecto de ley desconoce la existencia de 

víctimas futuras y por lo tanto de la continuidad 
del conflicto social, político y armado

Todas las medidas que se contemplan dentro 
del proyecto de ley (reparación, asistencia y ayu-
da humanitaria), reconocen a quienes han visto 
vulnerados sus derechos con anterioridad a la 
sanción presidencial. Es decir, si por ejemplo una 
mujer es violada al día siguiente a la aprobación 
de la ley por un militar, no será tenida por víctima 
para efectos de su aplicación. 

La Ruta Pacífica de las Mujeres ha insistido en 
la profundización de las violencias en contra de las 
mujeres y en el auge de los militarismos en el marco 
del conflicto armado en los últimos años, en parte 
como consecuencia de la aplicación de la política 
de seguridad democrática, en la que se privilegia la 
guerra y la que no constituye en ninguna medida, 
seguridad para las mujeres. Con el proyecto de ley 
se desconoce esta realidad, y se refuerza la idea de 
que Colombia vive un postconflicto. 

• Se reduce el universo de víctimas
Para efectos de la ley, únicamente se tiene 

por víctimas de agentes del Estado a las víctimas 
de la fuerza pública. Además, quien quiera ser 
reconocida/o como tal tendría que probar en un 
proceso judicial que el agente de la fuerza pública 
actuó de manera dolosa o gravemente culposa.

En un país como Colombia, en el que muchas 
mujeres que han sido víctimas del conflicto no se 
reconocen como tales, en el que persisten dificul-
tades para identificar las propias violencias de las 
que han sido víctimas; en un país que no le ofrece 
a las mujeres garantías para acceder a la justicia; 
en el que los miedos siguen vivos en su cuerpo-
espacio territorio por la presencia latente del 
conflicto y del patriarcado, pedirles a las mujeres 
víctimas tener que demostrar en un proceso judi-
cial la culpabilidad del agente del Estado resulta 
claramente desproporcionado; en comparación 
con las víctimas de los actores armados al margen 
de la ley discriminatorio; además de constituirse 
en otra fuente de impunidad para los crímenes 
cometidos en contra de las mujeres.

• Reparación administrativa 
El proyecto de ley contempla una reparación 

administrativa, la cual tal y como se ha dado en 
otros países, surge para reparar a las víctimas en 
contextos de violaciones masivas a sus derechos 
humanos. Sin embargo, la reparación administra-
tiva contemplada en el proyecto de ley no es otra 
que la establecida en el decreto 1290/08 , medida 
que fue fuertemente rechazada en cada una de las 
audiencias congresionales.

La reparación judicial para todos los casos 
se sujeta a los montos establecidos en el decreto 
1290  de 20081.

1. Distintas organizaciones ha puesto de presente que el decreto 1290 /08 no es un mecanismo adecuado para garantizar los derechos 
de las víctimas. Algunos de sus puntos más críticos: 1. la indemnización se fundamenta en el principio de solidaridad, lo que implica 
desconocer la responsabilidad del Estado. 2. A través del programa de reparación administrativa no se parte de la valoración del daño 
causado en cada una de las víctimas y lo que se hace es limitar la reparación a una indemnización que de ninguna manera parece 
justa, pues lo que dispone es la relación de un número de salarios mínimos con los que serán  indemnizados un catálogo reducido de 
violaciones de derechos.



10

RU
TA

 P
AC

ÍF
IC

A 
DE

 L
AS

 M
U

JE
RE

S 
- 

BO
LE

TÍ
N

 N
ª 1

0Con esta disposición, la posibilidad de una 
reparación que se acerque un poco más a una 
reparación integral es eliminada, pues a pesar 
de que el juez-a pueda valorar los daños efecti-
vamente causados en cada uno de los casos, no 
podría generar medidas de reparación distintas 
a las establecidas en el decreto 1290. 

• La solidaridad como fundamento
de la reparación

Contrario al reconocimiento de la respon-
sabilidad del Estado como consecuencia del 
incumplimiento de sus obligaciones de respe-
to y garantía de los derechos de las víctimas, el 
proyecto de ley afirma que el fundamento de las 
medidas de reparación contempladas en la nor-
ma es el principio de solidaridad.

• Eliminación de un enfoque diferencial 
transversal al proyecto de ley 

De acuerdo con la insistencia de distintos 
sectores, pero en especial del movimiento social 
de mujeres, se logró que en una de las propues-
tas del proyecto de ley para su tercer debate se 
incluyera la existencia de un enfoque diferencial 
transversal a todo el proyecto, es decir que in-
cluyera a todas y cada una de las medidas, lo que 
implicaba el reconocimiento de que las causas y 
los efectos de las violaciones a los derechos hu-
manos son diferentes para las personas que han 
estado sometidas a formas específicas de discri-
minación y violencia. 

Esta propuesta que sin duda alguna signi-
ficaba un elemento de gran importancia para 
las mujeres víctimas, así como un reto para el 
movimiento social de mujeres para llenar de 
contenido el concepto de enfoque diferencial y 
lograr su mejor aplicación, fue eliminada en el 
tercer debate. 

Así entonces, si bien en el proyecto de ley 
permanecen algunos artículos que son de gran 
importancia para las mujeres como aquellos 
que acogen los estándares internacionales sobre 
los principios de prueba en casos de violencia 
sexual, y permanecen otros que hacen alusión al 

llamado enfoque diferencial, la propuesta como 
tal de un enfoque transversal desapareció.

A manera de conclusión
Los anteriores son solo algunos de los puntos 

críticos que trae el proyecto de ley, quedan pen-
dientes por analizar muchos otros, como son: la 
inexistencia de mecanismos efectivos que garan-
ticen la restitución de tierras y del patrimonio, 
la confusión entre medidas de reparación, de las 
de asistencia y ayuda humanitaria, la elimina-
ción de principios que resultan fundamentales 
para la garantía de los derechos de las mujeres 
víctimas, entre otros. 

Sin embargo, es posible decir, que el proyecto 
de ley tal y como fue aprobado en su tercer de-
bate, es una herramienta que si se analiza en su 
integralidad desconoce los derechos de las mu-
jeres víctimas.  

Si bien es necesario trabajar en mecanismos 
que faciliten la garantía del derecho a la repara-
ción, para todos y todas, la Ruta entiende que se 
debe partir de una concepción amplia y comple-
ja del mismo. Para la Ruta la reparación, es en 
buena parte un elemento que surge de los proce-
sos de verdad y de justicia, contrario a esto, en el 
proyecto de ley de víctimas  parece extraerse el 
derecho a la reparación de su vinculación con los 
demás derechos, que como se ha dicho tampo-
co han podido encontrar mecanismos para ser 
garantizados en otras leyes como la de justicia y 
paz y sus decretos reglamentarios.

La Ruta Pacífica ha insistido e insiste  en 
que la verdad, la justicia y la reparación, tienen 
que cuestionar las relaciones de poder y avanzar 
hacia nuevas formas, en donde las violencias, el 
sexismo y el belicismo que afectan de manera 
desproporcionada a las mujeres se alteren hacia 
una sociedades con pactos no excluyentes, pac-
tos no patriarcales. 

Tal y como se mostró, el proyecto de ley no 
solo desconoce los estándares internacionales en 
materia de derechos humanos, sino que profun-
diza los imaginarios en donde prevalece la dis-
criminación, la impunidad, y la desmemoria.

ACTUALIDAD
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Este segundo semestre del 2009 es 
concluyente para las víctimas del conflicto 
armado, pues se inicia la reparación vía 
administrativa por parte del Gobierno 
Nacional. Pero más que una ayuda 
económica, lo que la reparación debe ofrecer 
son medidas tendientes aminorar los 
efectos de las violencias sobrellevadas con 
rehabilitación, respeto a los derechos
de los grupos expuestos a mayor riesgo,
como los mujeres, niñas y niños, y garantía 
de no repetición. 

Mucho se habla de la indiferencia de la socie-
dad colombiana frente a hechos de gran impacto 
que inciden en grupos de personas o comunida-
des de diversas regiones del país, especialmente 
las víctimas del conflicto armado. Quizás, esta  
apatía surge por la privación o distorsión en los 
mensajes por parte de los entes estatales o el des-
conocimiento o la saciedad informativa.

Y es este desinterés lo que promueve que el 
proceso de reparación a las víctimas de la vio-
lencia se convierta más en un simple trámite 
gubernamental para cumplir con lineamientos  
internacionales frente al tema, que en una ver-
dadera política integral encaminada a la repa-
ración adecuada del daño causado a través de 
medidas individuales de restitución, indemni-
zación y rehabilitación.

La Corte Internacional de Derechos Hu-
manos – CIDH – es claro en este aspecto: más 
allá del sistema legal establecido, corresponde 
al Estado un rol central y una responsabilidad 
principal en garantizar a las víctimas de las vio-
laciones, un acceso efectivo y en condiciones de 
igualdad a medidas de reparación, acordes a los 
estándares del derecho internacional de los dere-
chos humanos.

Mujeres víctimas, con mayores dificultades en el ejercicio de reclamación de derechos

Reparación en Colombia: ¿un simple
trámite gubernamental o una política integral?

Con esta perspectiva, y el panorama que han 
ofrecido los desmovilizados paramilitares, quie-
nes en sus declaraciones evidencian el poco inte-
rés por contar la verdad y su mínima colaboración 
en indemnizar a las víctimas, esa reparación por 
vía administrativa que el Gobierno inicia  se per-
cibe más como un trámite que una política cabal.

El inventario de los desmovilizados parece 
llenar una casa de muñecas que representar la 
magnitud del daño y el despojo a que fueron so-
metidas miles de personas en todo el territorio 
nacional: 99 inmuebles, cuatro sociedades, diez 
vehículos, 5.1666 semovientes, 3.293 millones de 
pesos en efectivo, cuatro motores fuera de borda 
y 722 mercancías para boutique, según datos de 
la Fiscalía General de la Nación. Y ni hablar del 
tema de recuperación de tierras, que hoy están en 
manos de terceros y la titulación no permite resti-
tuir a los verdaderos dueños o herederos.

Y las mujeres? 
La CIDH ha señalado que es imprescindible que 

el Estado respete los derechos de los grupos expues-
tos a mayor riesgo de violaciones de sus derechos 
humanos – como las mujeres, las niñas y los niños, 
los pueblos indígenas, las comunidades afro colom-
bianas, los líderes sociales y los defensores de dere-
chos humanos – en el esclarecimiento y sanción de 
los actos de violencia y discriminación ocurridos, así 
como el derecho a la reparación adecuada del daño 
causado, a través de medidas individuales de restitu-
ción, indemnización y rehabilitación.

En este sentido y tomando en cuenta que la ma-
yoría de víctimas a ser reparadas son mujeres, la 
CIDH considera que el programa administrativo 
de reparaciones debería contemplar mecanismos 
específicos destinados a reparar integralmente ac-
tos de violencia y discriminación que han vivido las 
mujeres como parte del conflicto armado. 
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De igual manera, la Convención de Belém do 

Pará insta a los Estados a establecer los mecanismos 
judiciales y administrativos necesarios para asegu-
rar que las mujeres víctimas de violencia – tanto 
física, psicológica como sexual -, tengan  un acce-
so efectivo de resarcimiento, reparación del daño u 
otros medios de compensación justos y eficaces.

En nuestro país, las mujeres víctimas son las 
que presentan mayores dificultades en el ejercicio 
de recuperación y reclamación de tierras, dado que 
en los títulos figuran sus padres, hermanos, com-
pañeros o esposos, quienes fueron desaparecidos 
o asesinados, y por tal razón no son reconocidas 
como propietarias o beneficiarias de los terrenos.

Y esta lucha para que sean tratadas como las fa-
vorecidas directas de estas posesiones y propieda-
des, es tan extensa en el tiempo como dispendiosa 
en el trámite jurídico.  Mientras tanto, sobreviven 
en medio de amplias carencias económicas y daños 
irreparables en su integridad y su vida.

Es por esto que las víctimas, y en especial las 
mujeres, perciben esta reparación por vía adminis-
trativa como una simple ayuda más, no como una 
medida que transforme realmente su situación.

Para la CIDH, las reparaciones no pueden 
implicar ni enriquecimiento ni empobrecimiento 
para la víctima o sus sucesores. Las reparaciones 
deben constituir medidas tendientes a hacer des-
aparecer los efectos de las violaciones cometidas.

Por todo lo anterior, se hace necesario per-
sistir e insistir en los derechos a la Verdad, la 
Justicia y la Reparación para las mujeres y niñas 
víctimas de las violencias en Colombia. De lo 
contrario, el derecho a la igualdad y la garantía 
de no repetición se exponen en alto riesgo para el 
futuro y la vida misma de las mujeres.

12
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La Ruta Pacífica de las Mujeres dialogó
con Carlos Martín Beristain, médico
y doctor en psicología quien ha acompañado 
el duelo de víctimas de la violencia en 
diferentes países en guerra, desde Colombia 
hasta Argelia. Entre sus experiencias está 
el informe REMHI - Recuperación de la 
Memoria Histórica – en Guatemala, del 
cual fue coordinador. 

En esta entrevista, este experto en apoyo psi-
cosocial sostiene que la reparación no puede ser 
una falacia que olvide el enorme impacto de lo que 
es la violencia en la vida y cuerpo de las mujeres. 
Para él, las políticas y medidas que buscan reparar 
a las víctimas y a la sociedad, deben constituir una 
agenda ineludible, precisamente por el enorme ca-
rácter traumático del impacto de la violencia y la 
necesidad de reconstrucción del tejido social, espe-
cialmente en las comunidades más afectadas.

 Ruta Pacífica de las Mujeres: En un contexto 
socio político complejo como el colombiano, don-
de el conflicto armado sigue vigente y desatando 
sus devastadores efectos en la vida de las mujeres, 
¿cuáles serían las principales tareas a realizar, 
desde un enfoque psicosocial, para garantizar la 
reparación integral a las mujeres víctimas?

Carlos Martín Beristain: Creo que una pri-
mera tarea, el primer elemento de la reparación, 
es el derecho a vivir sin miedo. En un contexto 
como el colombiano, donde el conflicto armado 
continúa y en el que las formas de supuesta des-
movilización de ciertos grupos paramilitares ha 
generado una nueva forma de control del tejido 

Para las víctimas, la memoria debe incluir un reconocimiento
de los hechos y eso evita que muchos delitos sean invisibilizados

“Reparación es la construcción de una
agenda de prevención de las formas
de violencia contra las mujeres”

social en ciertas zonas, poder vivir sin miedo es 
el primer punto. Afrontar esto en los procesos de 
acompañamiento es primordial para poder dar 
más pasos en el trabajo con las víctimas, así como 
el fortalecimiento de los procesos personales y 
colectivos en un contexto de inseguridad. 

Desde el punto de vista psicosocial, el primer 
mandato de la reparación de las víctimas es no 
hacer daño. En todos los trabajos y procesos de 
acompañamiento a las víctimas este “no hacer 
daño” debe ser parte de las condiciones que hay 
que asegurar; eso significa, evitar revictimización 
y la victimización secundaria, es decir que a la 
víctima se la vuelva a golpear por motivo de su 
denuncia y demanda de reparación. Sin embargo, 
eso es muy frecuente en el caso de las mujeres víc-
timas de violencia sexual.

Otra cosa importante son los procesos de 
acompañamiento en las demandas legales o colec-
tivas y hay que articular alrededor de los procesos 
de acompañamiento psicosocial formas de apoyo 
y refuerzo del tejido colectivo y familiar que per-
mitan afrontar estos procesos.  Hay que evitar que 
todo el peso de las denuncias y sus consecuencias 
recaigan solo en la espalda de las víctimas.

Este acompañamiento nos teje también a no-
sotros. Es decir, tienen implicaciones para quien 
hace el acompañamiento: hasta dónde vamos a 
llegar, qué vamos hacer. Hay que ser muy hones-
tos con la gente, hay que explorar las expectativas 
y las posibilidades de nuestro trabajo, pero tam-
bién ser muy conscientes que estamos adquirien-
do un compromiso.

Esto me recuerda que en el caso del informe 
en Guatemala Nunca Más, en una asamblea con 
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las comunidades afectadas, hubo un anciano que 
se levantó y nos dijo: “es tiempo de hablar”. Ese 
tiempo de hablar corresponde al proceso de las 
víctimas en un marco de confianza. Es importan-
te abrir un espacio para que la gente quiera hacer 
un proceso lo pueda hacer. Después, el anciano 
también nos dijo: “¿Qué van hacer ustedes si hay 
problemas, ustedes se van a ir o se van a quedar?”. 
Hay que hacerse estas preguntas y elaborar una 
exploración de las dificultades que traen estos 
procesos y las respuestas que se van a dar a ellos 
es parte de este acompañamiento y lo que hay que 
hacer para que pueda existir una reparación a las 
víctimas con un carácter mas integral.

En este sentido, el propio proceso de demanda 
o de justicia puede ser en parte reparador, puede 
ayudar a que la gente dé sentido al dolor, y eso 
puede resignificar o dar sentido a que tanto do-
lor no sea inútil como dice Doña Fabiola Lalinde, 
y puede ayudar también a una cierta elaboración 
personal o familiar de ese dolor de las violaciones 
o canalizar la rabia.

Estos procesos de demanda deberían conlle-
var al fortalecimiento personal y colectivo de las 
víctimas. El contexto actual de reparación es pre-
cario y no se basa en un reconocimiento de los 
derechos de las víctimas ni de la investigación de 
las violaciones. Creo que es importante impulsar 
una agenda con unos contenidos que tengan una 
dimensión más integral, en el cual la reparación 
tiene sentido no solamente por el impacto ma-
yor o menor que puede tener en un determina-
do momento en la mejoría de las condiciones de 
vida de la gente, sino también por el significado 
que adquiere como un conjunto de medidas. Por 
ejemplo, una reparación económica aislada de 
una forma de reconocimiento de las responsa-
bilidades frente a las víctimas… puede ser vista 
por algunas personas como una forma de obviar 
dichas responsabilidades del Estado, evitar la in-
vestigación o desmovilizar sus demandas. Tiene 
que tenerse en cuenta una agenda de reparación 
con las mujeres que dote de medidas con un efec-
to reparador en las condiciones que ellas crean 
que tenga sentido.

El riesgo en la situación actual es que la repa-
ración se defina sin un mínimo consenso con las 
organizaciones de derechos humanos y de las víc-
timas. Estas medidas de reparación deben con-
tar con la participación de las víctimas y para el 
caso de las mujeres esto tendría que hacerse con 
las organizaciones de mujeres y organizaciones 
de derechos humanos que trabajan y acompañan 
a estas mujeres en sus demandas cuando tienen 
la relación y la confianza con ellas; en ese caso, 
como el actual, las medidas pierden el sentido re-
parador que podrían tener cuando se restringe a 
una perspectiva económica o de legitimidad  de 
quien proporciona la misma.

RPM: Muchas veces, cuando hablamos de la 
reparación con las mujeres frente a las violen-
cias que ellas han vivido en sus cuerpos y sus 
vidas, se evidencian experiencias que no son re-
parables, ¿en qué puede contribuir la sociedad 
y las diversas instituciones del Estado para dar 
respuesta a esta situación? 

CMB: El primer punto es tomar conciencia 
que muchas cosas y situaciones no son reparables. 
La reparación no puede ser una falacia que olvide 
el enorme impacto de lo que es la violencia en la 
vida y cuerpo de las mujeres. Las pérdidas familia-
res, los proyectos de vida personales, de tipo colec-
tivo, los años de vida perdidos o sufridos, son irre-
parables. Pero esta conciencia de irreparabilidad 
debe conllevar a un mayor compromiso de reco-
nocimiento y reparación de los derechos que fue-
ron violados. Las políticas y medidas que buscan 
reparar a las víctimas y a la sociedad constituyen 
una agenda ineludible, precisamente por el enorme 
carácter traumático del impacto de la violencia y la 
necesidad de reconstrucción del tejido social, espe-
cialmente en las comunidades más afectadas.

La sociedad debe contribuir a este proceso re-
conociendo el impacto que estas violaciones han 
tenido en grandes grupos de población, muchas 
veces marginados o que no han sido tenidos en 
cuenta y que el Estado debe poner en marcha 
políticas para atender estos impactos en campos 
como la salud, la educación, las condiciones ma-
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teriales de vida de la gente, en el campo del re-
conocimiento y la dignificación de las víctimas, 
de forma que estas medidas mitiguen el enorme 
daño sufrido, y se constituyan en formas de aten-
der y restituir los derechos que fueron violados.

 
RPM: ¿Desde su experiencia cómo contri-

buir a la verdad, justicia y reparación para las 
mujeres victimas de violencia sexual? 

CMB: Creo que el primer punto es tomar con-
ciencia del enorme impacto de la violencia sexual 
y de la invisibilidad de este tipo de violencias; esto 
significa que como en otros casos, pero tal vez en 
este caso mucho más, se necesita un marco social 
de reconocimiento frente a la invisibilización de 
las violencias que las mujeres han sufrido.

La verdad en este tipo de delitos no es sólo la 
confirmación de los hechos, sino que la verdad 
aquí debe buscar una imagen dignificante de las 
víctimas, un estatus de reconocimiento de las vio-
laciones a los derechos humanos y los crímenes 
de lesa humanidad de que las mujeres han sido 
víctimas. Creo que este tipo de delitos necesita 
una forma de reconocimiento que no sea estigma-
tizante; es decir, que no potencie los estereotipos 
sexistas que están en la base de la violencia con-
tra las mujeres o las posiciones marginadas de las 
mujeres en la sociedad y en diferentes culturas.

La verdad también puede contribuir a generar 
un significado más constructivo o tratar de elimi-
nar las formas del impacto negativo de los este-
reotipos de género que  culpabilizan a las mujeres 
por haber sufrido violaciones. La  verdad ayuda 
a poner la responsabilidad en quiénes fueron los 
autores y quienes permitieron que estas violacio-
nes sexuales se dieran y evitar la minimización 
social o institucional que se ha dado a muchos de 
estos casos.

Creo que para que las medidas de reparación 
sea realmente reparadora debe tener en cuenta las 
necesidades y expectativas de las mujeres que han 
sufrido violencia sexual y también tener en cuen-
ta las condiciones que ellas consideran necesarias 
para hacer posible los procesos de investigación 

y reconocimiento, para atender este impacto y la 
dimensión subjetiva de las consecuencias de las 
violaciones. Esta es una posición activa de las mu-
jeres para la definición de su propia reparación. 
Creo que esto debe ser parte de cualquier intento 
de construcción de una agenda de reparación de 
estos casos.

En el campo de la justicia hay que tener en 
cuenta que las formas de investigación judicial, en 
el mejor de los casos están más preparadas para de-
terminar las garantías de presunción de inocencia 
para los perpetradores, pero tienen muy poco en 
cuenta las necesidades y la posición de las víctimas 
en los procesos judiciales. Esto significa que se tra-
ta de disminuir los posibles riesgos de victimiza-
ción secundaria; por ejemplo, la confrontación con 
el perpetrador, la exposición pública de detalles de 
las violaciones, la confidencialidad de los testimo-
nios y la protección y el respeto a la intimidad de 
las mujeres. Todas  estas cuestiones deberían ser 
parte de cualquier proceso  de investigación judi-
cial de los casos de violencia sexual, que tienen ca-
racterísticas específicas.

En la justicia también debe haber una partici-
pación mayor de mujeres. Hay una clara predo-
minancia masculina en el conjunto de roles que 
intervienen. Las mujeres víctimas de violencia 
sexual se encuentran con policías, agentes judi-
ciales, jueces, médicos, todos ellos hombres, ge-
neralmente. Entonces, este campo necesita una 
mayor participación de mujeres, que tengan sen-
sibilidad y formación en la investigación y apoyo a 
las mujeres que han sufrido este tipo de casos.

También se debe tener mayor consideración 
de las pruebas. Generalmente, la construcción 
de la demanda debe incluir una evaluación de las 
consecuencias psicosociales y por lo tanto acom-
pañarse con peritajes, con análisis que demues-
tren el impacto sicológico o antropológico que 
estas violaciones han tenido y que demuestren las 
dificultades que han tenido las mujeres para las 
denuncias, de forma que se tengan en cuenta todo 
esto en la evaluación del caso y en la reparación.

Un aspecto muy importante para tener en 
cuenta es no condicionar el comportamiento de 
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de atención, de espacios de tratamiento colecti-
vo de mutuo reconocimiento entre mujeres que 
han sufrido dichas experiencias, sin que esto se 
convierta en espacios de separación y estigma. Se 
necesita no condicionar la posibilidad del acom-
pañamiento al propio proceso o seguimiento de 
la demanda. Es decir, puede haber mujeres que 
puedan tener dificultades, que quieran retirarla 
o se encuentren con dificultades para seguir ade-
lante, pero ello no debería conllevar una pérdida 
del apoyo o proporcionarse solo en los casos que 
son más relevantes políticamente o que tienen 
mayores posibilidades de salir adelante. Si se va 
a abrir un espacio y a preguntar a las mujeres es 
porque se va a hacer, no para dejarlas sin segui-
miento. Los mayas dicen que los caminos son de 
ida y vuelta. Abrir procesos que no se va a acom-
pañar es psicológicamente muy negativo y ética-
mente muy cuestionable. 

Otro aspecto a tener en cuenta en la lucha 
por la justicia es analizar y abordar las implica-
ciones familiares y sociales especialmente en el 
contexto local que puede tener la demanda para 
una persona afectada. Según cuál sea el grado 
de comprensión o apoyo en la familia o en el ám-
bito local, el manejo del caso, la visibilidad o las 
dificultades pueden ser diferentes, dado que en 
los casos de violencia sexual se dan implicacio-
nes importantes que pueden condicionar enor-
memente a las mujeres. 

RPM: ¿Qué papel cumple la construcción de la 
memoria en un proceso de reparación integral? 

CMB: La memoria cumple un papel esencial 
en el proceso de la reparación integral, tanto para 
las víctimas como para la sociedad. Para las vícti-
mas, la memoria debe incluir un reconocimiento 
de los hechos y eso evita que muchos delitos sean 
invisibilizados; se necesita una memoria que in-
cluya una empatía con las víctimas, reconocer la 
injusticia de las violaciones y formas de recono-
cimiento con la dignificación de la víctima, y un 
reconocimiento moral hacia ellas.

Muchas de las víctimas de estas violencias 

sexuales han vivido esa experiencia individual-
mente, aisladamente, afrontando muchas de las 
consecuencias en silencio u ocultándolas como 
una forma de protección del dolor, de las respues-
tas negativas institucionales o de su contexto y 
tratando de seguir adelante con sus vidas. Esas 
personas merecen y necesitan un marco de re-
conocimiento social como parte del proceso de 
atención a sus necesidades, sin que señale perso-
nalmente a las víctimas. 

También hay que tener cuidado dado que re-
cordar puede tener también aspectos negativos 
cuando se hace de forma inducida y sin apoyo 
emocional, y hay que evitar que las mujeres ten-
gan que dar de forma reiterada su testimonio, en 
condiciones de falta de respeto o sin contar con 
un apoyo emocional que ayude a la contención 
cuando sea necesario. 

La memoria ayuda a separarse de un pasado 
doloroso y   a asimilar ese dolor. La obligación del 
olvido constituye una forma de retraumatización, 
eso retorna o vuelve en forma de impactos psico-
lógicos o físicos. Muchas mujeres buscan con la 
memoria que otras mujeres no pasen por expe-
riencias así y contribuir a la prevención para otras 
mujeres que pueden ser víctimas o para que otras 
mujeres también se atrevan a denunciar. Es una 
forma de contribuir que en el futuro no se repitan 
los hechos en otras  generaciones.

La construcción de la memoria también es im-
portante para la sociedad en el caso de las muje-
res. Muchas sociedades han vivido al margen de 
estas violaciones, de las experiencias de las muje-
res que resultaron víctimas. Estas vivencias han 
sido consideradas como historias marginales, sin 
reconocimiento colectivo. Esto supone también 
un trabajo político para hacer que esta memoria 
sea difundida socialmente y reconocida institu-
cionalmente, y un trabajo pedagógico para que 
sea asimilada por la sociedad. No porque exista 
una investigación o un monumento la memoria se 
asimila como parte de la experiencia colectiva.

RPM: Desde su perspectiva, ¿qué responsa-
bilidad tiene el Estado en reparar?  Teniendo en 

ENTREVISTA
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ENTREVISTA
cuenta que la violencia contra las mujeres tiene un 
carácter estructural desde lo público y lo privado, 
donde no ha existido ni verdad,  justicia y repara-
ción para las mujeres. 

CMB: En muchos casos el Estado es responsa-
ble o perpetrador de las violencias contra las mu-
jeres en numerosos países. Tiene una responsabi-
lidad directa por acción. En otros casos tiene una 
responsabilidad por omisión, por faltar a su de-
ber de protección, o por falta de consideración de 
las formas de violencia sexual o la minimización 
de estas violaciones. El estado debe ser protector 
de los derechos y su deber debe ser defender a la 
sociedad  y especialmente a quienes defienden los 
derechos humanos. 

Otra responsabilidad del estado debe ser brin-
dar las garantías para que los procesos de justicia 
se adelanten de forma adecuada: investigación, 
judicialización y reparación. Es su responsabili-
dad brindar mecanismos que eviten la exclusión 
social de las mujeres que frecuentemente conlle-
va una falta de acceso a la justicia de mujeres de 
sectores marginales. Esta dificultad es enorme 
en muchos países, que se une con problemas es-
tructurales de gran envergadura, que excluyen a 
las mujeres de derechos esenciales, como la libre 
opción a la maternidad, a la sexualidad o a los 
derechos de las mujeres más ampliamente. Estas 
situaciones más generales forman parte de los as-
pectos a considerar como garantías de no repeti-
ción en estos casos. 

Cuando hablamos de reparación no sólo habla-
mos de la víctima directa sino de la construcción 
de una agenda de prevención de las formas de vio-
lencia contra las mujeres. Muchas de ellas han sido 
consideradas como formas de violencia privada, 
cuando son parte de un problema político. 

Aquí puede presentarse el ejemplo Maria da 
Penha en Brasil, una mujer que sufrió todo tipo de 
violencias por parte de su compañero. Luego que 
presentó  sus denuncias, esta mujer no consiguió 
la investigación del caso, el perpetrador nunca fue 
investigado ni perseguido judicialmente. El caso 
llegó a convertirse en una demanda de responsabi-
lidad del Estado ante la Comisión Interamericana, 

precisamente por la denegación de justicia.
En este contexto, es necesario que se asuma la 

responsabilidad de crear y sostener políticas para 
que estas situaciones no se repitan. Esto debe for-
mar parte de una agenda de garantías de repara-
ción y para transformación y no repetición.

RPM: Desde su experiencia en otros países 
como Guatemala, El Salvador, entre otros, ¿qué 
tipo de reparación han brindado a las mujeres? 
¿Qué roles han cumplido y cómo han participado 
en estos procesos?

CMB: El marco internacional en términos de 
reparación en casos de violencia sexual es bastan-
te reciente. 

En el caso de políticas, en El Salvador, no ha-
bido políticas de reparación en absoluto, frente 
a ningún tipo de víctimas. Ha habido iniciativas 
de memoria de la sociedad civil y apenas dos ca-
sos ante la Corte Interamericana, pero no sobre 
esta violencia.

En el caso de Guatemala se pueden resaltar 
algunas cuestiones, pero con mucha ambivalencia 
respecto sus resultados por las enormes dificulta-
des que se han dado en el marco de lo que tendría 
que ser el proceso de paz. El reconocimiento de 
asociaciones de derechos humanos y poblaciones 
afectadas, muchas de ellas lideradas por mujeres 
han puesto en la agenda de la reparación las de-
mandas de las mujeres viudas o víctimas de vio-
lencia sexual por ejemplo. Sin embargo, el impac-
to de la reparación específica ha sido pequeño.

En el caso del informe Guatemala Nunca Más 
se especifica a un grupo afectado a las viudas, por-
que habían sufrido la pérdida de sus familiares y 
habían sido estigmatizadas y perseguidas por el 
hecho de serlo. No habían contado con ningún 
tipo de apoyo y son las personas que se encontra-
ban con mayor afectación. Ha habido una cier-
ta prioridad para las mujeres mayores y viudas y 
el programa de reparaciones, aun de forma muy 
precaria, puso en marcha un paquete de medidas 
de reparación urgente, para gente que no puede 
seguir esperando frente al impacto de las viola-
ciones y el deterioro de sus vidas.
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ENTREVISTA
En términos de reparación se necesita la re-

construcción de la relación del estado con las or-
ganizaciones civiles que tienen la experiencia y la 
confianza con las mujeres afectadas. Por ejemplo, 
en el caso de Guatemala se han dado varios in-
tentos, y algunas experiencias positivas, en la 
relación de organizaciones feministas y onǵ s de 
atención psicosocial con mujeres víctimas de deli-
tos sexuales, lo cual ha sido bien importante. 

En el trabajo concreto de las mujeres creo 
que es esencial salir del contexto local para ha-
cer un trabajo de acompañamiento más amplio, 
con menos control social, ofrecerles espacios de 
fortalecimiento que no tengan características es-
tigmatizantes, abrir dimensiones de mutuo reco-
nocimiento (como lo que le ha pasado a otra como 
a mí y lo que me puede decir otra mujer con la que 
me identifico) que creo que son elementos claves 
para el apoyo. También contar en determinados 
contextos culturales con las formas tradicionales 
de apoyo. Por ejemplo, en algunas comunidades 
mayas se trabajó con comadronas para fortalecer 
el apoyo a las mujeres porque pueden introducir 
elementos de apoyo en sus espacios tradicionales 
como el temascal donde se hacen tradicionalmen-
te los ritos de higiene, apoyo y purificación, donde 
además no se visibiliza el acceso. Estos espacios 
de seguridad, apoyo emocional y de identifica-
ción mutua es un contexto ineludible en los pro-
cesos de reparación a las mujeres que han sufrido 
violencia sexual.

En general hay un grado de reconocimiento 
creciente de la problemática de la violencia sexual 
contra las mujeres en los contextos de reparación. 
Por ejemplo en Guatemala o Perú más recien-
temente la violencia sexual está entrando en las 
categorías de violaciones en las que se reconoce 
el derecho a la reparación, aunque todavía se dan 
muchas dificultades en el acceso efectivo a la mis-
ma y una falta de mecanismos apropiados para 
hacerlo (desde los procedimientos de evaluación, 
acreditación, etc.). 

No se trata solo de determinar ciertos mon-
tos de reparación económica, becas, o medidas 
de apoyo práctico para rehacer sus vidas para las 

mujeres que han sufrido violencia sexual sino que 
se requiere de una estrategia integral de repara-
ción con reconocimiento de la verdad, desestig-
matización de las mujeres y la construcción de 
una agenda para la justicia, con cambios legales 
que tengan en cuenta la promoción los derechos 
de las mujeres. Todavía esto está ausente en los 
programas de reparación. Esto significa un desa-
fío futuro para los que hacen acompañamiento de 
los procesos, y para las organizaciones internacio-
nales como Naciones Unidas y como la Comisión 
o la Corte Interamericanas que han desarrolla-
do mecanismos de jurisprudencia internacional 
muy importantes, también para el derecho de las 
mujeres. Se necesita introducir elementos como 
la Convención de Belén do Pará y otros mecanis-
mos internacionales para el reconocimiento más 
integral de los derechos de las víctimas en las 
agendas locales de los diferentes países. Pero para 
ello, sobre todo se necesita trabajar más de cerca 
con las propias mujeres afectadas y las organiza-
ciones que generan más confianza. 
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¡LAS MUJERES POR LOS ACUERDOS HUMANITARIOS 
YA! es la agrupación de organizaciones de mujeres, 
de paz y derechos humanos, ciudadanas y ciudada-
nos que desde múltiples miradas y formas de resis-
tencia apoyan la salida negociada al conflicto ar-
mado y la realización del acuerdo humanitario como 
una acción que conduzca a la pacificación del país 
con justicia social.

  
Ante la crisis humanitaria del país, dado el 

conflicto político, social y armado, y la pérdida 
de las dimensiones éticas, humanas, económicas, 
ambientales y culturales, las mujeres se unen para 
exigir un alto a la guerra y proponer el diálogo, la 
negociación y la concertación como única vía para 
la pacificación.

 Esta exigencia la realizaron MUJERES POR 
LOS ACUERDOS HUMANITARIOS YA en el marco 
del foro “La Paz es un Derecho para las Mujeres”, 
evento que se llevó a cabo el pasado 30 de marzo 
en el Centro Cultural Gabriel García Márquez 
de Bogotá.

 En este encuentro, en el cual participó la se-
nadora de la República Piedad Córdoba Ruiz y 
mujeres líderes de diversas comunidades del país, 
se expuso una declaratoria de las mujeres en la 
que reivindican la necesidad de una solución po-
lítica negociada del conflicto armado, la  urgencia 
de un Acuerdo Humanitario y el llamado a todos 
los colombianos a unirse como actores y gestores 
permanentes en la búsqueda de la Paz para en 
Colombia.

La Ruta Pacífica de las Mujeres, que hace par-
te de Mujeres por los Acuerdos Humanitarios, 
presenta en esta edición del Boletín Institucional, 
la declaración emitida en este evento:

 
DECLARACIÓN ¡MUJERES POR

LOS ACUERDOS HUMANITARIOS YA!
Foro: LA PAZ UN DERECHO PARA LAS MUJERES

Bogotá, marzo 30 de 2009

Mujeres de diversas organizaciones se unen para establecer su papel en la búsqueda de la paz

La paz es un derecho para las Mujeres

LAS MUJERES POR LOS ACUERDOS HUMA-
NITARIOS YA!, somos organizaciones de Mujeres, 
de paz y derechos humanos, ciudadanas y ciuda-
danos que  desde múltiples miradas y formas de 
resistencia apoyamos la salida negociada al conflic-
to armado y la realización del acuerdo humanita-
rio como una acción que conduzca a la búsqueda 
de la paz en Colombia con justicia social.

Ningún triunfo construido a costa de la dig-
nidad de otras y de otros es verdadero, los acon-
tecimientos recientes: los asesinatos, masacres, 
desapariciones, secuestros, desplazamientos y 
amenazas, dan cuenta de la crisis humanitaria de 
nuestro país y de la creciente pérdida de los valo-
res de la sociedad. Llegó el  momento de recor-
dar que en el conflicto político, social y armado 
colombiano no hay vencedores ni vencidos, sino 
una sociedad que ha perdido en todas las dimen-
siones: éticas, humanas, sociales, económicas, 
ambientales, culturales y políticas.

Las mujeres EXIGIMOS un alto a la guerra 
y nos proponemos como actoras actores polí-
ticas con la capacidad para utilizar el diálogo, 
la negociación y la concertación como única vía 
para lo solución de los conflictos. No compar-
timos ni utilizamos el exterminio, la amenaza, 
la eliminación y la muerte como formas para 
acallar e intimidar o como instrumentos para 
solucionar los problemas que aquejan a nuestro 
país. ¡Colocamos la fuerza de las voces feme-
ninas por encima de quienes hacen la guerra 
en Colombia!

Ante la degradación del conflicto, la polari-
zación política, la eliminación del opositor-a y el 
involucramiento y victimización de la sociedad 
civil en la guerra, y los impactos de esta en la 
vida y el cuerpo de las mujeres, como PROTA-
GONISTAS DE LA BUSQUEDA DE LA 
PAZ y desde nuestro imperativo ético y políti-
co, proponemos a Colombia:
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¡SOLUCION POLÍTICA NEGOCIADA 
DEL CONFLICTO ARMADO YA!, trans-
formando las propuestas  y acciones que privi-
legian la guerra por la de una negociación; un 
Estado que se precie de democrático es aquel 
que es capaz de negociar.

¡ACUERDO HUMANITARIO YA!, res-
pondiendo al llamado de muchas familias, ma-
dres, esposas, hijas e hijos, de las mujeres y de 
la sociedad colombiana; “vivos se los llevaron, 
vivos los esperamos”

ACOMPAÑAR Y FORTALECER la gestión 
política y humanitaria que la Senadora Piedad 
Córdoba Ruiz y Colombianas y Colombianos por 
la Paz,  vienen adelantando por una salida política 
negociada al conflicto armado en Colombia. 

EXHORTAR a las candidatas y candidatos a 
las elecciones de 2010, a los partidos políticos, a 
los medios de comunicación y a la opinión públi-
ca en general, a que incorporen en sus programas 
de gobierno, propuestas, escenarios, acciones y 
declaraciones propuestas para lograr Acuerdos 
Humanitarios YA! y buscar una salida política 
negociada al conflicto armado en Colombia.

Instar a las mujeres de todas las geografías 
del país a UNIRSE a MUJERES POR LOS 
ACUERDOS HUMANITARIOS YA!. So-
mos actoras estratégicas en la búsqueda de la 
Paz en Colombia y de una salida política ne-
gociada al conflicto. NOS DECLARAMOS 
vigilantes de que las políticas y acciones que se 
emprendan en nombre de este proceso no pro-
voquen más dolor a los colombianos y en espe-
cial de las colombianas.

¡BIENVENIDAS A SER PARTE
DE ESTA PROPUESTA

Y DE LA TRANSFORMACIÓN DE ESTE PAÍS!

Adherentes, 

Organizaciones de mujeres
•  Alianza Iniciativa de Mujeres por la Paz
•  Asamblea Mujeres - Asapaz
•  Asociación de Desplazados por la Conviven-
cia Pacífica- Adescop
•  Comité de América Latina y el Caribe para la 
Defensa de los Derechos Humanos de las Mu-
jer- Cladem Regional  
•  Comité de América Latina y el Caribe para la 
Defensa de los Derechos Humanos de las Mu-
jer- Cladem Colombia
•  Asociación Yo Mujer
•  Colectivo La Pola
•  Confluencia de Mujeres para la Acción Pública
•  Corporación Casa de la Mujer
•  Corporación Vamos Mujer- Medellín
•  Corporación Mujeres que Crean- Medellín
•  Centro de Promoción y Cultura - Fasol
•  Fundación Mujeres Sin Fronteras
•  Marcha Mundial de Mujeres
•  Mesa Mujer y Economía
•  Mujer y Género Fontibón
•  Mujeres por la Resistencia 
•  Red de Mujeres de la Localidad de Santafé
•  Red Nacional de Mujeres
•  Red de Mujeres en Acción Hacia el Futuro
•  Ruta Pacífica de las Mujeres 
	 •  Regional Bogotá
	 •   Regional Chocó
	 •  Regional Santander
	 •  Regional Cauca
	 •  Regional Valle del Cauca
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	 •  Regional Risaralda
	 •  Regional Bolívar
	 •  Regional Antioquia
	 •  Regional Putumayo
	 •  Sisma Mujer
	 •  Tribunal Mujeres y Derechos Económi	
	 cos, Sociales y Culturales

Otras organizaciones
•  Asamblea Permanente de la Sociedad Civil 
por la Paz
•  Asociación Periferia
•  Campaña de Comercio con Justicia: Mis De-
rechos no se Negocian
•  Central Unitaria de Trabajadores – CUT Bo-
gotá / Cundinamarca
•  CINEP
•  CEPALC 
•  CEPECS
•  Consultoría para los Derechos Humanos y el  
Desplazamiento  – CODHES
•  Colombianas y Colombianos por la Paz
•  Corporación Reiniciar
•  Estudiantes Universidad Distrital
•  Fundación Nueva Cultura
•  Instituto Latinoamericano de Servicios Lega-
les Alternativos -ILSA
•  MINGA
•  Movimiento por la Vida
•  Observatorio Internacional de Paz
•  Planeta Paz
•  Poder Ciudadano
•  Proyecto Justicia y Vida

ACCIONES
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Nuevamente las mujeres llamamos al 
diálogo, a la concertación, a la negociación. 
Llamamos a que se den salidas negociadas al 
conflicto armado.  Llamamos a la defensa y 
protección de todos los territorios, del cuerpo, 
de la tierra, de los procesos organizativos.

La guerra y el pronunciado militarismo en 
nuestra región y en el país han  generado muerte, 
dolor, desplazamiento, desarraigo, desaparición 
forzada, pobreza y más discriminación y exclu-
sión.  La resistencia pacífica,  la desobediencia y la 
noviolencia han sido nuestro mecanismo legítimo 
para protestar y rebelarnos  contra las formas de 
vida impuestas y la injusticia. Es esa resistencia 
pacífica la que nos identifica con el pueblo indí-
gena, es esa resistencia la que también nos hace 
caminar la palabra.

La Resistencia Indígena tiene diversas formas: 
desde hace varios años, las comunidades indíge-
nas empezaron a desafiar a los actores de la gue-
rra, a ejercer la resistencia pacífica congregándose 
masivamente con banderas blancas en medio de 
los combates y tomas armadas de sus caseríos. 
Tienen organizada la Guardia Indígena, com-
puesta por centenares de hombres y mujeres, que 
controlan, sin armas, la entrada y salida de sus 
territorios. Emplean sus tradiciones ancestrales 
de protección shamánica que los cohesiona alre-
dedor de sus autoridades espirituales, los forta-
lece en su identidad cultural y les da fuerza para 
resistir ante la violencia. 

Para evitar la injerencia de los grupos armados 
y que la juventud se vincule a ellos, las autorida-
des indígenas están ejerciendo su propia justicia, 
estableciendo reglamentos internos. Utilizan la 
lengua nativa y la indumentaria tradicional para 
diferenciarse del resto de la población civil. Es-
tán desarrollando actividades de soberanía ali-
mentaria con base en fuentes tradicionales de 
alimentación como forma de autonomía frente a 

ACCIONES
En la Minga Social y Comunitaria 

Las Mujeres también caminamos la palabra

los armados. Y como ha sido tradicional del mo-
vimiento indígena, realizan marchas y eventos 
con participación de miles de mujeres, hombres, 
niñas/os para hacerse sentir frente a los grupos 
armados, el Estado y la opinión pública nacional 
e internacional. 

El pasado mes de Octubre, el movimiento in-
dígena convocó al país a la gran Minga  de Re-
sistencia, cuyo objetivo fundamental era iniciar 
un diálogo con el resto del movimiento social y el 
gobierno sobre la siguiente agenda:

Rechazo al TLC con los Estados Unidos 
y Canadá.
Rechazo frontal a la guerra, a la política de se-
guridad democrática, el Plan Colombia, la pa-
rapolítica sucia, la represión, la militarización 
de la vida social y los territorios, y la criminali-
zación de la protesta.
Derogación de toda legislación de despojo (Es-
tatuto rural, Plan de aguas)
Cumplimiento de acuerdos y convenios ante-
riores con el movimiento indígena.
Creación de mecanismos de soberanía, paz 
y convivencia.

El 14 de octubre, 15000 indígenas, mujeres y 
hombres, que se reunieron en “La María” en el 
municipio de Piendamó, territorio de diálogo, 

Foto: Germán Nieto de Ávila
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convivencia y paz, fueron brutalmente agredi-
dos por la fuerza pública, cuando bloqueaban la 
carretera panamericana, con el fin de ser escu-
chados por el gobierno nacional. Una persona 
murió y 87 más quedaron gravemente heridas.

La Minga inicia entonces su marcha hacia la 
ciudad de Cali.  El 23 de octubre, la Ruta Pací-
fica de las mujeres en alianza con las mujeres del 
Programa Mujer Indígena del CRIC, la Coor-
dinación Departamental de Mujeres y la Coor-
dinación Juvenil del Cauca, decidimos caminar 
la palabra y solidarizarnos con la Minga  social 
y comunitaria. Más de 700 mujeres de la región 
y del país nos movilizamos hacia Villarrica, en 
el Norte del Cauca, para sumarnos a las expre-
siones de rechazo por el contexto político de re-
presión, por la ausencia de diálogo y negociación 
del gobierno con el movimiento social.  

En ese momento, nuevamente las mujeres 
llamamos al diálogo, a la concertación, a la ne-
gociación, llamamos a que se diesen salidas ne-
gociadas al conflicto armado.  Llamamos a la 
defensa y protección de todos los territorios, del 
cuerpo, de la tierra, de los procesos organiza-
tivos.  Hicimos el llamado a subvertir y trans-
formar la sociedad y a transformar su visión y 
acción autoritaria y patriarcal, mediante actos 

públicos y privados noviolentos, conscientes y 
políticos, con el propósito de buscar transforma-
ciones en el conjunto de las relaciones de poder.

Como lo hemos hecho desde siempre, las mu-
jeres nos tomamos las  calles, las noches, los mu-
ros de las ciudades y los pueblos, las carreteras, 
para desde allí ejercer nuestro  sagrado derecho a 
la rebeldía y para desafiar al autoritarismo. Junta-
mos las ganas, los deseos, las necesidades y las au-
sencias y continuamos como nuestras ancestras, 
sacando de nuestros diarios,  cuerpos y experien-
cias el dolor producido por las violencias.

En la minga, las mujeres sacamos nuestro le-
gado de rebeldía e Insumisión para exigir una 
vida autónoma y digna. Nos hermanamos con 
Mujeres Indígenas, campesinas, afrocolombia-
nas, urbanas, jóvenes y nos  reencontramos como 
una deuda, como un vinculo  por el dolor vivido, 
por las mordazas que nos inmovilizan, por las re-
beldías compartidas y sacamos fuerza para exigir 
la protección y el respeto de las y los dirigentes de 
nuestras organizaciones, que están siendo asesi-
nados en el Cauca y en el país.

Las mujeres caminamos la palabra para exi-
gir, para colocar en lo público lo no-nombrado, 
lo oculto, lo invisible, las violencias contra las 
mujeres  que se  que se atreven, que luchan. En 
la Minga, las mujeres caminamos la palabra con 
creatividad y el deseo  presente en cada poro de 
nuestra piel por construir con las otras, con las 
diversas, un camino para la desmilitarización de 
nuestros territorios, un camino para las solucio-
nes pacíficas, un camino para la dignidad, un ca-
mino para la soberanía y la autonomía.

Nuestro acompañamiento terminó con un 
ritual de protección a la Consejera Mayor del 
CRIC Aida Marina Quilcué, a las mujeres au-
toridades y a todas las caminantes. Dejamos 
que nuestros rituales y conjuros nos permitieran 
desandar los militarismos que han querido co-
lonizar los sueños. Hicimos que  nuestra fuerza 
fuese suficiente para rechazar  los señalamientos 
y la estigmatización de la protesta, para rechazar 
toda forma de violencia y para exigir escenarios 
de NEGOCIACIÓN. 
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